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Tensión irresuelta entre Gobierno 
y  organizaciones agravan la crisis

Mientras la COB afirma que estos 24 días de protesta es contra el deterioro económico del país y por 
demandas legítimas, el Gobierno sostiene que existe un intento de “desestabilización”.

L
a crisis política y social que atra-
viesa Bolivia se ha convertido en el 
mayor desafío para el presidente 
Rodrigo Paz desde su llegada al po-
der, en noviembre de 2025. 

Lo que comenzó como una protes-
ta sindical por salarios, combustibles y medidas 
económicas, terminó transformándose en una 
movilización nacional con bloqueos, marchas y 
pedidos abiertos de renuncia presidencial enca-
bezados por sectores de la Central Obrera Bolivia-
na (COB), organizaciones campesinas, mineros y 
grupos vinculados al evismo.  

Mientras la COB y sectores movilizados afirman 
que estos 24 días de protesta son contra el deterio-
ro económico del país, las políticas “privatizado-
ras” y la “traición” de que fue objeto el sector obre-
ro y campesino (según sus propias aseveraciones), 
el Gobierno sostiene que existe un intento de “des-
estabilización” y hasta un posible “golpe” de Esta-
do  impulsado por alianzas políticas y sindicales.

La tensión en Bolivia es tan fuerte que varios or-
ganismos internacionales como la Organización 
de Estados Americanos (OEA) , la Unión Europea 
y el Gobierno de Estados Unidos se han manifesta-
do y ha dado su apoyo al Gobierno en resguardo de 

la democracia y el respeto a Constitución Política 
del Estado. Estas son al menos diez claves para en-
tender lo que está ocurriendo hoy en el país

1  Retorno de la COB
La Central Obrera Boliviana (COB), que durante 
los 20 años pasados fue aliado de los gobiernos de 
Evo Morales y de Luis Arce, ahora retoma su pro-
tagonismo como instancia capaz de movilizar y 
articular a sectores como mineros y campesinos. 
Históricamente la COB  ha sido uno de los acto-
res políticos y sindicales más poderosos de Bolivia 
desde la Revolución de 1952. Pasa a la Pág. 3
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S
on varios los secto-
res sociales que man-
tienen protestas en la 
ciudad de La Paz y, si 
bien coinciden en va-
rias demandas comu-

nes, cada uno tiene su propio pliego 
de peticiones al Gobierno.

Entre los que destacan está la Cen-
tral Obrera Boliviana (COB) que tie-
ne un pliego de casi 200 puntos.Igual-
mente el sector campesino tiene sus 
propias demandas.

En estos 24 días de protestas de los 
diversos sectores han planteado sus 
pliego de demandas, pese a que solo 
algunas se han visibilizado más, como 
el aumento de sueldos, la renuncia del 
presidente Rodrigo Paz o el freno a los 
planes de  privatización de los recur-
sos naturales de Bolivia.    

En lo que sigue, las principales de-
mandas de los sectores en conflicto

Central Obrera Boliviana (COB)
La COB es el principal ente organi-
zador de las protestas nacionales y el 
núcleo. Agrupa a trabajadores fabri-
les, maestros, mineros, salud y otros 
sectores laborales. 

Sus principales demandas son in-
cremento salarial acorde a la infla-
ción, abastecimiento regular de com-
bustibles, freno al alza del costo de 
vida, abrogación de las medidas eco-
nómicas consideradas “neolibera-
les”, renuncia de ministros del área 
económica y laboral. Algunos secto-

una de las organizaciones femeninas 
más poderosas del país y tienen fuer-
te presencia rural e indígena. Sus de-
mandas principales son defensa de 
derechos territoriales indígenas, pro-
tección de economías campesinas, re-
chazo a privatizaciones, políticas de 
seguridad alimentaria, protección de 
mercados populares y comercio mi-
norista, mayor representación indí-
gena en el Gobierno. 

Interculturales 
La Confederación Sindical de Comu-
nidades Interculturales de Bolivia 
(Cscib) tienen presencia en Cocha-
bamba, Santa Cruz y el norte ama-
zónico. Demandan acceso a diésel y 
gasolina para producción agrícola, 
créditos productivos, rechazo al in-
cremento de precios de insumos, ga-

rantías para comercialización agrí-
cola, oposición a medidas que con-
sideran favorables a empresarios 
urbanos. 

Mineros asalariados
La Federación Sindical de Trabajado-
res Mineros de Bolivia (Fstmb)prota-
gonizan algunas de las protestas en La 
Paz. 

Este sector pide mayor acceso a 
áreas de explotación minera, subsi-
dios energéticos, control estatal del 
precio de combustibles, defensa de 
fuentes laborales, rechazo a posibles 
cierres o reducción de operaciones 
estatales. 

Cocaleros 
Las Federaciones del Trópico de Co-
chabamba  siguen como bastiones 

res internos afiliados a la COB exigen 
también la renuncia de Rodrigo Paz. 

Csutcb
La Confederación Sindical Única de 
Trabajadores Campesinos de Boli-
via es la mayor organización cam-
pesina del país, rechazan la Ley 1720 
sobre tierras (que ya fue abrogada), y 
demandan la defensa de la propiedad 
comunitaria y sindical, subsidios para 
producción agrícola, combustible ga-
rantizado para el agro, rechazo a polí-
ticas de apertura económica, mayor 
participación campesina en decisio-
nes estatales. 

Las Bartolinas 
La Confederación Nacional de Mu-
jeres Campesinas Indígenas Origi-
narias de Bolivia Bartolina Sisa es 
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políticos del evismo y han reapareci-
do como actores centrales en la movi-
lización social.

Los cocaleros rechazan el modelo 
económico de Rodrigo Paz y deman-
dan la defensa de sindicatos de pro-
ductores del trópico de Cochabamba, 
liberación de dirigentes procesados. 
protección de economías vinculadas 
a la coca legal,renuncia de Paz.

Magisterio
La Confederación de Maestros Rura-
les de Bolivia se sumó a los bloqueos y 
protestas especialmente en el altipla-
no y zonas periurbanas. 

Este sector demanda mayor pre-
supuesto educativo, incremen-
to salarial, ítems para maestros 
rurales,infraestructura escolar, re-
chazo al ajuste presupuestario estatal. 

Fejuve El Alto 
Las organizaciones vecinales alteñas 
tienen capacidad de paralizar acce-
sos a La Paz y ejercer presión política 
nacional. Ellos demandan abasteci-
miento de alimentos y combustibles, 
congelamiento de precios de produc-
tos básicos, empleo urbano. rechazo 
al encarecimiento del transporte y 
mayor inversión estatal en El Alto. 

Otros sectores 
Se suman a las movilizaciones otros 

sectores como los choferes, el Conse-
jo Nacional de Ayllus y Markas del 
Qullasuyu (Conamaq), Confedera-
ción de Pueblos Indígenas de Bolivia 
(Cidob) y Cooperativistas Mineros 
de Bolivia, entre otros.

Marcha de sectores afiliados a la Central Obrera Boliviana en una marcha. RKC

Los sectores sociales 
movilizados tienen 

diversidad de demandas
Las organizaciones han planteado su largo pliego de demandas, 

pese a que solo algunas se han visibilizado más, como el aumento 
de sueldos o renuncia del presidente Rodrigo Paz.

Campesinos de La Paz movilizados por sus demandas. AGENCIA MARKA REGISTRADA
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Crisis, bloqueo y escasez
La conflictividad en Bolivia y 
las 10 claves para entenderla

El Gobierno sostiene que Bolivia necesita reformas urgentes para enfrentar la caída de 
reservas, la crisis fiscal y el agotamiento del modelo económico anterior. 

Organizaciones en Cochabamba marchan pidiendo pacificación.

S
u capacidad de parali-
zar carreteras, movi-
lizar a sus afiliados y 
articular sectores ur-
banos y rurales para 
interpelar al Estado 

le devuelve hoy a la Central Obrera 
Boliviana (COB) un protagonismo 
que parecía debilitado en los últi-
mos años. 

sado viernes pedían incluso la renun-
cia del presidente Rodrigo Paz.

3 Crisis económica
Los analistas coinciden en que uno 

de os detonantes de la protesta en el 
país es el  deterioro económico. A es-
tos se suman la escasez de combusti-
ble, la inflación, el aumento de precios 
de alimentos y el desgaste del poder 
adquisitivo han generado malestar 
en sectores populares y trabajadores 
urbanos. 

El crisis se complicó más por el es-
cándalo de combustibles de mala cali-
dad distribuídos meses atrás y que da-
ñaron miles de vehículos y erosiona-
ron la credibilidad gubernamental. Ni 
el cambio de ministros pudo calmar el 
descontento de la población afectada.

4 Contra la Ley 1720 
La insistencia del Gobierno por 

aprobar la llamada Ley 1720 (la nor-
ma permitía cambiar el tipo de pro-
piedad de mediana a pequeña), fue 
interpretada por grupos indígenas y 
sectores campesinos como una nor-
ma favorable a sectores agroindus-
triales y grandes propietarios. Y pre-
cisamente fueron estos sectores los 
que salieron en defensa de de esta 
norma.

Pese a que el  Gobierno terminó ce-
diendo y logró que la Asamblea Legis-
lativa abrogara de la norma, el conflic-
to ya había escalado políticamente. 

5 Reogarnización del evismo
El gobierno acusa a expresidente  

Evo Morales de estar detrás de las me-
didas de presión y protestas, que ya se 
prolongan por más de tres semanas. 
Sin embargo, el evismo tiene control 
solamente de una parte de los cientos 
de movilizados desde los primeros de 
mayo.  

Pese a ello, las movilizaciones han 
permitido a los seguidores de Morales 
del trópico y los valles rearticularse en 
torno a sus demandas. Fueron los pri-
meros en pedir la renuncia de Paz a la 
presidencia. Luego cambiaron y aho-
ra piden que el Gobierno llame a nue-
vas elecciones en 90 días.

Fue la denominada “marcha por 
la vida” que impulsaron los sectores 
evistas desde Oruro hacia La Paz.

6  Legitimidad política
El presidente del Estado, Rodrigo 

Paz, ganó las elecciones en 2025 lue-
go de 20 años de triunfos consecuti-
vos del Movimiento al Socialismo al-
ternativa al ciclo del MAS.

Sin embargo, varios analistas coin-
ciden en que su triunfo se dio con una 
base política fragmentada y sin con-
trol pleno del aparato sindical o legis-
lativo. 

Paz habría ganado con un “voto de 
alquiler”, en alusión a que los ciuda-
danos que votaron en segunda vuelta 
por el binomio del Partido Demócra-
ta Cristiano (PDC) eran del MAS y el 
evismo.  

7 Presión con  bloqueos 
Los bloqueos carreteros en el país 

tienen un enorme peso político y 
económico. La protesta no se limita a 
marchas simbólicas: paraliza expor-
taciones, encarece alimentos, corta 
abastecimientos y afecta hospitales y 
transporte. 

El Gobierno reporta decenas de 
puntos de bloqueo y pérdidas millo-
narias diarias. Pierden los empresa-
rios, los pequeños productores, los 
transportistas, los comerciantes y la 
ciudadanía en general que, en 24 días 
de bloqueo, sufren de escasez de ali-
mentos y todo tipo de insumos para 
su sobrevivencia.

8 Evitan la “represión”
El Gobierno asegura que no está 

en sus planes lanzar una medida de 
excepción como el estado de sitio pa-
ra enfrentar la ola de marchas y blo-
queos y hasta el momento  combina-
do operativos policiales focalizados 
con llamados al diálogo. 

La renuncia del ministro de Tra-
bajo fue un intento de descompri-
mir la situación política y enviar 
una señal de negociación hacia la 
COB. Sin embargo, no tuvo el efec-
to esperado y las peticiones de los 
sectores movilizados permanecen  
invariables.

9. Fractura territorial del país
Mientras en ciudades como La Paz 

y El Alto predominan las protestas 
sindicales y campesinas, en otras re-
giones surgieron marchas “en defen-

sa de la democracia” y de respaldo al 
Gobierno. 

Eso muestra que Bolivia vuelve 
a dividirse entre dos grandes blo-
ques políticos y sociales con visiones 
opuestas sobre el rumbo del país.y 
debilitamiento de conquistas socia-
les acumuladas durante casi dos dé-
cadas de gobiernos del MAS. 

El Gobierno, en cambio, sostiene 
que Bolivia necesita reformas urgen-
tes para enfrentar la caída de reser-
vas, la crisis fiscal y el agotamiento del 
modelo económico anterior. 

10  Posible desenlace 
Si el presidente Rodrigo Paz logra 

restablecer el abastecimiento y ali-
viar la crisis económica; si consigue 
dividir o negociar con algunos secto-
res movilizados; y si evita que las pro-
testas deriven en violencia masiva o 
fracturas institucionales.

Legitimidad
Para la periodista y analista Mi-

roslava Fernández, una alternati-
va viable para salir de esta crisis es la 
creación de una gran mesa de diálogo 
con mediadores legítimos y con ca-
pacidad de generar confianza. “Ins-
tituciones como la Iglesia Católica, 
la Defensoría del Pueblo y la UMSA 
pueden jugar un rol importante para 
bajar la tensión y reconstruir canales 
mínimos de entendimiento, cerran-
do con convenios ejecutables y creí-
bles”, plante

Para Fernández, existe una línea 
muy delgada entre las demandas legí-
timas de un sector que se siente aban-
donado o traicionado por el Gobierno 
y sectores que buscan más un rédito 
político de toda esta movilización.

“Porque en una crisis social 
suelen coexistir demandas reales 
con intereses políticos. Hay sec-
tores que efectivamente sienten 
frustración, abandono o incum-
plimiento de promesas, y eso no 
puede ser descalificado automá-
ticamente. El problema aparece 
cuando las demandas dejan de 
centrarse en soluciones concre-
tas y pasan a convertirse exclusi-
vamente en una agenda de des-
gaste o desestabilización políti-
ca”, finalizó Fernández.

2  Aumentan exigencias
Lo que empezó con una marcha 

de campesinos de Beni y Pando exi-
giendo la abrogación de la Ley 1720 
y las protestas de la COB pidiendo se 
atienda su pliego petitorio, incluido 
aumento de salarios. Otros sectores 
pedían abastecimiento y mejora en la 
calidad de combustible. 

Sin embargo, las protestas escala-
ron rápidamente hacia exigencias 
políticas más profundas. Hasta el pa-

Marcha de sectores sociales que demandan atención en La Paz.
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Entre leyes, marchas y bloqueos: los 
seis meses más duros de Rodrigo Paz
Conflictos. El presidente enfrenta su mayor desafío: protestas, paros y crisis económica marcan el fin 
del periodo de expectativa y el inicio de una gestión sometida a la presión social y política.

B
o l i v i a  v o l -
vió a entrar 
en punto de 
ebullición. Lo 
que comen-
zó como una 

cadena de reclamos secto-
riales por salarios, combus-
tible y costo de vida terminó 
transformándose en una de 
las crisis políticas y sociales 
más severas de estos prime-
ros seis meses desde que Ro-
drigo Paz Pereira asumiera la 
presidencia. 

Marchas, bloqueos, paros 
indefinidos y enfrentamien-
tos se fueron acumulando 
hasta convertir varias regio-
nes del país —especialmente 
La Paz y El Alto— en escena-
rios de tensión constante.

Enero: fin de la subvención 
a los combustibles
El primer gran conflicto 
apareció apenas iniciado el 
año. A comienzos de ene-
ro, el Gobierno anunció la 
eliminación gradual de la 
subvención a los combusti-
bles, una medida histórica 
en Bolivia después de casi 
dos décadas de precios con-
trolados. El incremento del 
precio del diésel y la gasoli-
na generó una reacción in-
mediata de transportistas, 
sindicatos y organizaciones 
sociales.

Las protestas comenza-
ron con marchas y bloqueos 
en Cochabamba, Oruro y El 
Alto. La Central Obrera Bo-
liviana (COB) encabezó mo-
vilizaciones denunciando 
que el aumento golpearía 
directamente al costo de vi-
da y provocaría una subida 
general de precios.

Durante varios días hubo 
carreteras cortadas y ame-
nazas de paro indefinido. El 
Gobierno defendió la medi-
da argumentando que el Es-
tado ya no podía sostener el 
costo fiscal de los subsidios y 
que la economía necesitaba 
un ajuste urgente.

Aunque el conflicto se 
desinfló parcialmente tras 
negociaciones y compromi-
sos de compensación, el epi-
sodio dejó la primera señal 
clara de fragilidad política.

adulterada y la COB impul-
saba huelgas por aumentos 
salariales, las organizacio-
nes campesinas radicaliza-
ron las medidas de presión. 

Finalmente, el 13 de ma-
yo, Rodrigo Paz promulgó 
oficialmente la abrogación 
de la Ley 1720. El Gobier-
no explicó que la decisión 
respondía al diálogo y a la 
necesidad de “pacificar” el 
país. Además, se anunció la 
redacción de una nueva ley 
agraria elaborada con par-
ticipación de distintos sec-
tores sociales. 

La abrogación, sin em-
bargo, no logró contener el 
conflicto.

Cerco a La Paz 
y la crisis política
Hacia mediados de mayo, 
la situación alcanzó el pun-
to más crítico del semestre.

La Paz quedó práctica-
mente cercada por los blo-
queos. Los hospitales de-
nunciaron falta de oxígeno, 
los mercados reportaron 
escasez de alimentos y mi-
les de vehículos, pesados y 
livianos, quedaron atrapa-
dos en rutas interdeparta-
mentales.

Las movilizaciones se 
volvieron más violentas. 
Hubo enfrentamientos en-
tre manifestantes y policías 
cerca de Plaza Murillo, ata-
ques a instituciones públi-
cas y denuncias de saqueos.

El Gobierno desplegó 
fuerzas policiales y milita-
res para despejar carrete-
ras y proteger edificios es-
tatales, sin embargo, esto 
no contuvo la aguda crisis. 

Desde el Ejecutivo se de-
nunció un intento de deses-
tabilización política impul-
sado por sectores radicales 
y dirigentes vinculados al 
evismo. 

Muchos sectores socia-
les, principalmente la COB 
pidieron la renuncia de Paz 
a la presidencia. 

Entre el caos y el desor-
den, los enfrentamientos 
entre marchistas y la Poli-
cía en La Paz dejaron como 
saldo más de una docena de 
heridos, detenidos y, como 
consecuencia de los blo-
queos, se reportaron tres 
decesos por falta de aten-
ción médica oportuna, ya 
que los bloqueos impidie-
ron el paso de ambulancias 
y transporte.

RUDDY ORELLANA V. 
Los Tiempos

Enero: Tariquía y la 
exploración petrolera
Casi al mismo tiempo estalló 
otro frente de conflicto, esta 
vez en Tarija.

Comunidades campesi-
nas y ambientalistas comen-
zaron protestas contra el 
proyecto de exploración pe-
trolera en la Reserva de Tari-
quía. El ingreso de maquina-
ria y contingentes policiales 
para resguardar operaciones 
provocó enfrentamientos y 
una fuerte reacción de orga-
nizaciones locales.

Los movilizados denun-
ciaban que la explotación 
pondría en riesgo fuentes de 
agua y áreas protegidas. 

Febrero: la crisis 
económica se siente 
En febrero, el descontento 
dejó de centrarse únicamen-
te en el combustible.

El aumento de precios en 
alimentos y transporte co-
menzó a generar protestas 
más dispersas pero constan-
tes. Mercados, juntas veci-
nales y sindicatos denuncia-
ban inflación y pérdida de 
poder adquisitivo.

Los maestros urbanos y 
rurales iniciaron moviliza-
ciones exigiendo incremen-
tos salariales y mayor pre-
supuesto educativo. A eso se 
sumaron reclamos de traba-
jadores de salud y funciona-
rios públicos.

Mientras tanto, comen-
zaron a aparecer las prime-
ras denuncias sobre la mala 
calidad del combustible dis-
tribuido en varias regiones 
del país. Transportistas re-
portaban daños en motores 
y maquinaria pesada, situa-
ción que derivó en protestas 
sectoriales y bloqueos inter-
mitentes.

El Gobierno intentó con-
tener la presión asegurando 
que existían sabotajes y pro-
blemas heredados de admi-
nistraciones anteriores. Se 
estructuró un pago de com-
pensación económica que, a 
la larga, no terminó de resol-
ver la crisis.

Marzo: combustible 
y corrupción
En marzo, el conflicto tomó 
otro giro.

El presidente Rodrigo Paz 
denunció públicamente una 
red de robo y adulteración 
de gasolina y diésel dentro 
de YPFB. Según la investiga-
ción oficial, miles de cister-
nas habrían ingresado com-
bustible mezclado con agua 
y aceites industriales.

La denuncia generó im-
pacto político inmediato. 
Hubo destituciones, in-
vestigaciones y operativos, 
mientras los transportistas 
intensificaban protestas exi-
giendo garantías y abasteci-
miento normal.

Las filas en surtidores 
comenzaron a hacerse fre-
cuentes en La Paz, Cocha-
bamba y Santa Cruz. La es-
casez de combustible em-
pezó a afectar al transporte 
público y al sector produc-
tivo.

La oposición acusó al Go-
bierno de haber perdido el 
control del aparato estatal, 
mientras desde el oficialismo 
se responsabilizaba a “mafias 
internas” vinculadas al ante-
rior modelo político.

Abril: la Ley 1720 
El conflicto volvió a escalar 
en abril, esta vez alrededor 
de la polémica Ley 1720.

La norma fue aprobada 
por la Asamblea Legislati-
va a finales de marzo y pro-
mulgada el 10 de abril. La ley 
permitía que pequeñas pro-
piedades rurales pudieran 
convertirse voluntariamen-
te en medianas propiedades, 
habilitando además que esas 
tierras puedan ser utilizadas 
como garantía para acceder 
a créditos bancarios. 

El Gobierno defendió la 
medida asegurando que bus-
caba modernizar el acceso al 
financiamiento producti-
vo y fortalecer la actividad 
agropecuaria. Sin embargo, 
organizaciones indígenas, 
campesinas y sectores del al-
tiplano interpretaron la nor-
ma como una amenaza a la 
propiedad comunitaria y al 
régimen de tierras vigente.

Las protestas comenza-
ron en Beni y Pando, donde 
comunidades indígenas ini-
ciaron marchas hacia La Paz 
exigiendo la anulación de la 
ley. Con el paso de los días 

se sumaron federaciones 
campesinas, organizaciones 
sociales y sectores afines al 
evismo.

Los bloqueos de carrete-
ras se extendieron rápida-
mente hacia Cochabamba, 
Oruro y el altiplano paceño. 
La Ley 1720 terminó convir-
tiéndose en el principal sím-
bolo del rechazo social con-
tra Rodrigo Paz y en uno de 
los detonantes más fuertes 
de la crisis política del se-
mestre. 

Mayo: Paz a retrocede
Con el país paralizado y las 
protestas extendiéndose, el 
Gobierno comenzó negocia-
ciones con la Confederación 
Sindical Única de Trabaja-
dores Campesinos de Boli-
via (CSUTCB) y otros secto-
res movilizados.

El 6 de mayo, el Ejecuti-
vo anunció un acuerdo pa-
ra gestionar en la Asamblea 
Legislativa la abrogación de 
la Ley 1720 y elaborar una 
nueva normativa agraria 
consensuada. 

Pero las movilizacio-
nes no se cedían. Mientras 
transportistas mantenían 
protestas por la gasolina 
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